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La amplitud de la solidaridad
Habitualmente la virtud de la solidaridad se asocia casi de modo exclusivo con la ayuda directa a los pobres, o indirecta, mediante la colaboración con instituciones cuya misión es socorrer a los que más sufren. Es indudable que compartir nuestros bienes con quienes más lo necesitan es una exigencia del Evangelio, y las comunidades cristianas faltarían a su vocación si creyeran que la tarea de socorrer a los pobres corresponde sólo al Estado. Juan Pablo II, en su gran encíclica Centesimus annus, advertía sobre los abusos del Estado asistencialista.
 Estos abusos derivan de no respetar el principio de subsidiariedad y de olvidar que las necesidades humanas pueden ser mejor conocidas y satisfechas por quien está próximo a ellas. Por otra parte, es muy frecuente que dichas necesidades tengan una dimensión que va más allá de lo material y que  impliquen carencias humanas más profundas que requieren el contacto y el compromiso personal. En todos estos casos, que son seguramente mayoritarios, el sistema burocrático de ayuda resulta totalmente inadecuado. 

Pero la solidaridad no se puede restringir sólo a compartir la riqueza; puede ciertamente  practicarse de muchas otras formas. Juan Pablo II ha definido a esta virtud como la “determinación firme y perseverante de empeñarse por el bien común”.
 Pensada desde su objetivo –el bien común-  la solidaridad se nos presenta como una virtud que tiene un amplísimo campo de aplicación. La Iglesia enseña que el bien común abarca el conjunto de condiciones que permiten a las personas, las familias y las diversas comunidades alcanzar más fácilmente su propia perfección.
 Dentro de ese amplio campo, podemos destacar una actividad que no sólo no suele ser considerada como solidaria, sino que ha menudo se la entiende como totalmente opuesta a esta virtud: me refiero a la actividad empresarial. No son pocos quienes opinan que hacer negocios es precisamente lo contrario de ser solidario, porque los negocios –piensan- tienen por objetivo la ganancia para el empresario y no un beneficio para el conjunto de la sociedad. Pero por poco que analicemos la cuestión, esta postura se nos presente como claramente errónea y perjudicial.

La actividad empresarial es creadora de riqueza en forma de bienes y servicios útiles a la sociedad. En una economía de mercado libre, bajo el imperio del estado de derecho, sólo gana dinero quien ofrece algo por lo cual los consumidores están dispuestos a pagar un precio. Al comprar o al no comprar, las personas indican qué cosas prefieren que las empresas sigan produciendo y qué cosas no quieren o no les resultan tan útiles. 
Además, cuando el empresario contrata empleados, está dando la posibilidad a estos inmediatos colaboradores suyos de poner sus cualidades y habilidades al servicio de los demás, es decir, les está ofreciendo la oportunidad de realizar un trabajo útil a la comunidad que les permite obtener un ingreso para vivir y al mismo tiempo desarrollarse como personas. Vista la actividad empresarial de este modo, debería resultar entusiasmante para muchos jóvenes solidarios que buscan el camino de un auténtico compromiso social. Mientras que si el mundo de los negocios es estigmatizado como ámbito propio de egoístas y materialistas, no sólo se comete una injusticia con muchos empresarios que actúan motivados por valores auténticamente humanos y cristianos, sino que se desalienta aquella actividad que promueve el progreso y produce la riqueza necesaria para mejorar la calidad de vida de las personas. Es principalmente en beneficio de quienes hoy padecen la más indigna pobreza que la actividad empresarial debe ser socialmente rehabilitada y promovida.  La promoción de la empresarialidad es, entonces, una exigencia de la solidaridad. 

Volviendo a la definición de bien común en relación con la actividad empresarial, debemos preguntarnos cuáles son esas “condiciones” que favorecen el desarrollo del espíritu emprendedor. Podríamos decir que son fundamentalmente dos: la valoración social del rol del empresario, y un marco institucional que asegure el derecho de propiedad y la consecuente libertad de iniciativa económica. Ambas condiciones están íntimamente vinculadas y se necesitan mutuamente. Si por un lado se reconoce la actividad empresarial como generadora de progreso, pero por otro lado no se asegura el respeto por la propiedad privada y no existe la suficiente seguridad que garantice el cumplimiento de los contratos libremente pactados, se desalienta la inversión productiva ante la perspectiva de que quien invierte y produce no pueda gozar de los frutos de su trabajo. Tampoco avanzaríamos demasiado en una situación donde el estado de derecho estuviera plenamente vigente, pero predominara la idea de que el mundo de los negocios no es propio de gente honesta y virtuosa. 

En nuestro país se da un cierto círculo vicioso entre la mala imagen del empresario –sobre todo el “gran” empresario- y un marco institucional débil, donde frecuentemente no prevalece el derecho de propiedad privada y la libertad para emprender y contratar, sino la decisión más menos arbitraria de los funcionarios públicos. En este contexto,  los empresarios perciben que es mucho más rentable influir sobre el gobierno de turno para obtener algún privilegio -como subsidios o protecciones frente a la competencia-, que preocuparse por invertir e innovar para satisfacer de la mejor manera posible las necesidades de los consumidores y obtener así ganancias lícitas. Quienes sucumben a esta tentación contribuyen a potenciar la mala imagen que buena parte de la ciudadanía tiene de ellos, y en estos casos, por supuesto, esta mala imagen está justificada. El círculo vicioso se produce porque mucha gente cree que la causa fundamental de los abusos está en la naturaleza misma de la actividad empresarial y no en la falta de estado de derecho. Reclaman entonces un gobierno más “fuerte”, que controle y ponga un freno a la supuesta ambición desmedida de los empresarios. Este reclamo de mayor intervencionismo y arbitrariedad estatal debilita aún más el estado de derecho y por lo tanto estimula el lobby como actividad fundamental de ciertos empresarios. Esto aumenta su desprestigio y así se autoalimenta ese proceso perverso contrario al bien común. 

¿A qué se debe todo esto? El Papa León XIII decía que los errores del entendimiento son causa de los males sociales: “Pues siendo natural al hombre que en el obrar tenga a la razón por guía, si en algo falta la inteligencia, fácilmente cae también en lo mismo la voluntad; y así acontece que la perversidad de las opiniones, cuyo asiento está en la inteligencia, influye en las acciones humanas y las pervierte. Por el contrario, si está sano el entendimiento del hombre y se apoya firmemente en sólidos y verdaderos principios, producirá muchos beneficios de pública y privada utilidad.”
 En este punto parece coincidir con el Papa el gran economista austriaco Ludwig von Mises, quien dice que “todo lo que los hombres hacen es resultado de teorías, doctrinas, credos y mentalidades que gobiernan sus mentes.” Y agrega Mises: “podemos asumir que hay doctrinas cuyas aplicaciones favorecen al hombre en la lucha por la vida, y que otras doctrinas son perjudiciales. Hay doctrinas que fortalecen la cooperación social y hay ideas destructivas que resultan en una desintegración de la sociedad.”

Si el modo de organización que adopta una comunidad, favorable o no al desarrollo,  depende de las ideas vigentes en la mayoría de sus miembros, debemos concluir que en nuestro país resulta imprescindible la difusión de ideas correctas sobre el estado de derecho, la economía de mercado y la función empresarial. En otras palabras, son las teorías erróneas sobre el proceso de mercado y el rol del estado, y la visión distorsionada de la actividad empresarial las que dificultan el progreso y la superación de la pobreza, porque nos llevan a establecer un modo de organización social más conflictivo que cooperativo.  

Habiendo llegado a este punto, resulta claro que el amplio campo de la virtud de la solidaridad también abarca las tareas de estudio, investigación, enseñanza y divulgación de ideas correctas sobre las instituciones y los valores que favorecen el desarrollo humano. En el Instituto Acton Argentina creemos que estas instituciones y valores se sintetizan en el ideal de una sociedad libre y virtuosa, caracterizada por la libertad individual y sustentada en principios religiosos. Todos aquellos que comparten este ideal están invitados a sumarse a nuestros esfuerzos y contribuir al bien común practicando esta forma de solidaridad que tanto necesitamos los argentinos. 
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